5 de junio de  2007.

Diputado Presidente Román  Alberto Cepeda González.  

Segunda lectura, discusión y en su caso aprobación de dictámenes relativos a reformas constitucionales:

A.-
Dictamen presentado por la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, relativo a una iniciativa de decreto para reformar los artículos 135 y 136 sobre “el periodo constitucional y número de Magistrados integrantes del Poder Judicial del Estado de Coahuila”, planteada por los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional; los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “General Felipe Angeles” del Partido de la Revolución Democrática; los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Ignacio Zaragoza” del Partido Unidad Democrática de Coahuila; y Diputado Virgilio Maltos Long del Partido del Trabajo y Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez del Partido Verde Ecologista de México. 

B.-
Dictamen presentado por la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, relativo a una iniciativa de decreto que reforma el artículo 196 fracción I, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, mediante la cual se elimina el requisito consistente en que las iniciativas de reforma a la Constitución Local, sean suscritas cuando menos por tres Diputados, planteada por los Diputados Lorenzo Dávila Hernández, del Partido de la Revolución Democrática, José Refugio Sandoval Rodríguez, del Partido Verde Ecologista de México y Alfredo Garza Castillo, del Partido Unidad Democrática de Coahuila.

Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de dictámenes en cartera:

A.-
Dictamen presentado por la Comisión de Comunicaciones y Obras Públicas, con relación a una proposición con Punto de Acuerdo sobre “libre tránsito de los vehículos de auxilio por las carreteras de cuota”, planteada por la Diputada Jeanne Margaret Snydelaar Hardwicke y los Diputados Leocadio Hernández Torres, Alfio Vega de la Peña y Román Alberto Cepeda González, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional.

B.-
Dictamen presentado por la Comisión de Comunicaciones y Obras Públicas, con relación a una proposición con Punto de Acuerdo sobre “reduccción del peaje en las autopistas de cuota”, planteada por los Diputados José Luis Moreno Aguirre, Jorge Antonio Abdala Serna, Juan Carlos Ayup Guerrero, Jesús María Montemayor Garza, Antonio Juan Marcos Villarreal y Raúl Xavier González Valdés, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional.

C.-
Dictamen presentado por la Comisión para el Desarrollo de la Juventud y el Deporte, relativo a una proposición con Punto de Acuerdo sobre “violencia contra menores en México”, planteada por los Diputados Antonio Juan Marcos Villarreal, Juan Carlos Ayup Guerrero, José Luis Moreno Aguirre, Jorge Antonio Abdala Serna, Jesús María Montemayor Garza y Raúl Xavier González Valdés, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional.

D.-
Dictamen presentado por la Comisión para el Desarrollo de la Juventud y el Deporte, relativo a una proposición con Punto de Acuerdo sobre “Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes”, planteada por los Diputados Juan Carlos Ayup Guerrero, José Luis Moreno Aguirre, Jorge Antonio Abdala Serna, Raúl Xavier González Valdés, Jesús María Montemayor Garza y Antonio Juan Marcos Villarreal, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional. 

E.-
Dictamen presentado por la Comisión para la Atención de Personas de Capacidades Diferentes, Adultos Mayores y Pensionados y Jubilados, relativo a una proposición con Punto de Acuerdo sobre “lugares de estacionamiento para personas con capacidades diferentes”, planteada por el Diputado Julián Montoya de la Fuente, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional. 

F.-
Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Seguridad Pública y de Ecología y Medio Ambiente, con relación a una proposición con Punto de Acuerdo sobre “la cinegética o cacería reglamentada”, planteada por la Diputada Jeanne Margaret Snydelaar Hardwicke y los Diputados Román Alberto Cepeda González, Alfio Vega de la Peña y Leocadio Hernández Torres, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional.

G.-
Dictamen presentado por la Comisión de Ecología y Medio Ambiente, con relación a una proposición con Punto de Acuerdo sobre “la situación actual del relleno sanitario en la ciudad de Saltillo”, planteada por los Diputados José Refugio Sandoval Rodríguez, del Partido Verde Ecologista de México, conjuntamente con los Diputados Jorge Arturo Rosales Saade,  del Partido Acción Nacional; Alfredo Garza Castillo, del Partido Unidad Democrática de Coahuila; Lorenzo Dávila Hernández, del Partido de la Revolución Democrática y Virgilio Maltos Long, del Partido del Trabajo.

H.-
Dictamen presentado por la Comisión de Ciencia y Tecnología, con relación a una proposición con Punto de Acuerdo sobre “rezago tecnológico de México y su impacto en la competitividad del país”, planteada por el Diputado Antonio Juan Marcos Villarreal, conjuntamente con los Diputados  Jorge Antonio Abdala Serna, Juan Carlos Ayup Guerrero, Jesús María Montemayor Garza, José Luis Moreno Aguirre, y Raúl Xavier González Valdés, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional.

DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa para reformar los artículos 135 y 136 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por los C.C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional; los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ General Felipe Ángeles ”, del Partido de la Revolución Democrática; los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Ignacio Zaragoza ”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila; el C. Diputado Virgilio Maltos Long, del Partido del Trabajo y el C. Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez, del Partido Verde Ecologista de México; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 13 de abril del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales la Iniciativa para reformar los artículos 135 y 136 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por los C.C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional; los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ General Felipe Ángeles ”, del Partido de la Revolución Democrática; los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Ignacio Zaragoza ”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila; el C. Diputado Virgilio Maltos Long, del Partido del Trabajo y el C. Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez, del Partido Verde Ecologista de México; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, 103 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa para reformar los artículos 135 y 136 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por los C.C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional; los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ General Felipe Ángeles ”, del Partido de la Revolución Democrática; los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Ignacio Zaragoza ”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila; el C. Diputado Virgilio Maltos Long, del Partido del Trabajo y el C. Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez, del Partido Verde Ecologista de México, se basa en las consideraciones siguientes:

El espíritu de nuestra Constitución General es alcanzar la homologación de determinadas disposiciones en los diferentes niveles de gobierno, sin que esto signifique invadir su ámbito de competencia. Así encontramos en el tema que nos ocupa, que en el artículo 116 fracción III  se establece la obligación de que las constituciones estatales y las leyes orgánicas respectivas garanticen la independencia de magistrados y jueces, resaltando además la importancia de las condiciones de su formación y permanencia.

En este mismo sentido, dispone que los integrantes de los poderes judiciales de las entidades federativas deberán reunir los requisitos señalados por las fracciones I a V del artículo 95 constitucional, como un criterio para homologar los requisitos de ingreso a la función, equiparando los necesarios para ser Ministro de la Suprema Corte a aquéllos para ser Magistrados del Poder Judicial en el Estado.

Ahora bien, por lo que hace a la duración de los periodos constitucionales, aunque el propio artículo 116 en la fracción citada establece que los magistrados durarán en el ejercicio de su encargo el tiempo que señalen las Constituciones Locales, omite señalar un periodo mínimo o máximo determinado; con ello se determina la libertad absoluta para que las legislaturas locales determinen la duración del cargo.

Encontramos como único parámetro y punto de referencia, el periodo establecido en nuestra Carta Magna, que por analogía se puede tomar en consideración, que es de quince años previsto para los Ministros de la SCJN
; diez años para los Ministros del Tribunal Electoral y seis años prorrogables por nueve años más para los Ministros del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, que de ser adoptado por nuestra legislación local, significaría la continuación hacia la unificación de disposiciones, que tiene como antecedente precisamente la medida acogida par el Constituyente local de homologar a los requisitos de los Magistrados para el ingreso a la función a los que deben cumplir los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Además de lo expuesto, el aumento del período constitucional representa la terminación de la coincidencia entre la duración de los Magistrados en su cargo y los períodos constitucionales del Gobernador, con lo que se pone de manifiesto la firme intención de garantizar la independencia, el buen funcionamiento de los órganos judiciales estatales y consolidar la autonomía en el desempeño de sus funciones.

Si bien es cierto que la renovación periódica de los Poderes es indispensable en un régimen democrático, este debe hacerse encontrando un equilibrio entre los cambios y la necesaria estabilidad, destacando en este caso la amplia permanencia que requieren los órganos que se encargan de la impartición de justicia a fin de desempeñarse son la capacidad, competencia y vocación de servicio que la sociedad demanda.

Por ello, se presenta una propuesta de cambio en los períodos constitucionales para los Magistrados que forman parte del Poder Judicial del Estado, siguiendo el siguiente esquema:

· De quince años para los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia,

· De diez años para los Magistrados del Tribunal Electoral;

· De seis años prorrogables por un período de nueve años más, para los magistrados del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, de los Tribunales Unitarios de Distrito, y los Jueces de Primera Instancia a partir de la fecha en que surta efectos su designación o tomen posesión de su cargo.

En otro orden de ideas, dado que la sociedad plantea mayores demandas y expectativas a nuestro sistema jurídico y de impartición de justicia, parte de ahí la necesidad de adecuar nuestra legislación a una realidad actual con la única finalidad de mejorar la organización y el despacho de las actividades y asuntos encomendados al Poder Judicial del Estado, bajo los principios de que sea ágil, pronta, expedita y para evitar posibles rezagos en el trámite de asuntos a su cargo.

Hasta este momento, en nuestro Estado, el aumento de los asuntos a cargo de los Tribunales no ha sido proporcional al aumento de su infraestructura y recursos humanos, lo que ha traído como consecuencia no sólo el rezago en la emisión de resoluciones que al final se ve reflejado en la perdida de prestigio social, confianza y aceptación.

 Uno de los aspectos a considerar en este planteamiento es la tendencia y crecimiento socio- demográfico de nuestro Estado, tal como se muestra en el siguiente gráfico
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Fuente: Instituto Nacional de Estadística, Geografía e 

Informática.

Esta figura además de mostrar la manera dramática a: aumento del número de habitantes en Coahuila en los últimos cien años, hace evidente la contradicción de que al día de hoy mantengamos en la práctica un sistema judicial diseñado para satisfacer las necesidades de la administración de justicia de 1996.

De esta forma, si tomamos en cuenta la relación de número de habitantes por cada magistrado en funciones del Tribunal Superior de Justicia, encontramos que Coa huila se encuentra en desventaja respecto de la media nacional y regional, tal y como se muestra en la siguiente tabla:



	  ENTIDADES 

FEDERATIVAS
	MAGISTRADOS
	   HABITANTES
	    RELACIÓN

        M/H

	Aguascalientes
	7
	1’065,416
	152,202

	Baja California
	13
	3’460,517
	266,193

	Baja California   Sur
	 7
	    512,170
	  73,167

	 Campeche
	 No menor de 10
	     754,730
	   75,473

	 Coahuila
	  7
	   2’495,200
	  356,457

	 Colima
	 No menor de 8
	      567,996
	     70,999

	  Chiapas
	  7
	    4’293,459
	  613,351

	  Chihuahua
	  No menor de 9
	     3’241,444
	  360,160

	   Durango
	  13
	      1’509,117
	    116,085

	  Guerrero
	  13
	      3’115,202
	     239,630

	   Hidalgo
	  7
	      2’345,514
	     335,073

	   Jalisco                     
	  22
	      6’752,113
	     306,914

	   Nuevo León
	  13
	      4’199,292
	     323,022

	   Querétaro
	  Cuando menos 12  
	      1’ 598,139
	     133,178

	   Quintana Roo
	  9
	      1’135,309
	     126,145

	   San Luis Potosí
	  16
	      2’410,414
	     150,650  

	    Sinaloa
	  11
	       2’608442
	     273,131

	    Sonora
	   7
	       2’394,861
	     342,123

	     Tabasco
	  Cuando menos 19
	       1’989,969
	     104,735

	     Tamaulipas
	    9
	        3’024,238
	     336,026

	     Tlaxcala
	   15
	        1’068,207
	       71,213

	     Yucatán
	     6
	        1’818,948
	      303,158

	      Zacatecas
	   13
	        1’367,692
	      105,207


	Media Nacional*                                                                             236,035  


De acuerdo con los datos anteriores, podemos deducir en primer término que Coahuila sobrepasa el número de habitantes por Magistrado indicado por la media nacional por más de 100 mil habitantes por cada Magistrado.

	Coahuila
	356,457 hab/mag

	Media Nacional
	236, 035 hab/mag


Como podemos observar, Coahuila ocupa el cuarto lugar a nivel nacional entre las entidades que sobrepasan en mayor medida la unidad media descrita después de Michoacán, Chiapas y Chihuahua.

Por otro lado encontramos entidades federativas en !as que la relación magistrado ​habitantes resulta opuesta como el caso de Tlaxcala en el que la relación de un magistrado por cada 71 mil 213 habitantes.

De acuerdo con los indicadores que nos brinda este análisis, podemos concluir que es necesario que en el Estado de Coahuila, se aumente el número de Magistrados que integran el Tribunal Superior de Justicia en razón de dos magistrados más por Sala, para alcanzar  una relación de habitantes por magistrado sería, 226 mil 836 habitantes por magistrado,  lo que nos acerca a la media nacional, además de que aumentaríamos la capacidad funcional de nuestro Tribunal a casi un 80%

Para hacer congruente la ampliación del término constitucional de los Magistrados en ejercicio, asimismo al que comprende la Presidencia del Tribunal. se estima igualmente pertinente ampliar el periodo que corresponde a este último para ser de tres a cinco años y hacerlo proporcional y adecuado al ciclo de quince años que propone este decreto. con lo cual se garantiza la continuidad y viabilidad de las políticas y proyectos que se propongan y ejecuten en el campo de la administración de justicia.”

TERCERO.-  Dispone el artículo 141 de la Constitución Política del Estado y su correlativo el 1° de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que la justicia se imparte en nombre del pueblo y se administra por el Estado a través de la función jurisdiccional, ejercida por magistrados y jueces integrantes del Poder Judicial, independientes, imparciales, responsables y sometidos únicamente al imperio de la Ley, añadiendo el segundo de los ordenamientos mencionado, que el ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, corresponde exclusivamente a los órganos del Poder Judicial en los negocios que les encomienden las leyes, según los procedimientos que las mismas establezcan.

Establecido lo anterior, la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, publicada en el Periódico Oficial No 99, de fecha 11 de diciembre de 1990, produjo una transformación sustancial en el Poder Judicial, pues por lo que hace al Tribunal Superior de Justicia, las Salas Unitarias, que eran cuatro, se constituyeron como Salas Colegiadas, en número de tres, para atender los asuntos Civiles, Familiares y Penales; cada una de dichas Salas integrada por tres magistrados y el Presidente del Tribunal; así, conforme al artículo 6° de dicha Ley, el Tribunal Superior de Justicia del Estado, quedó integrado por diez magistrados numerarios y seis supernumerarios; sin embargo, por razones presupuestales la Sala Familiar nunca se integró, correspondiendo el conocimiento de los negocios familiares a la Sala Colegiada Civil.

Ante esa realidad, se optó por modificar la ley, como actualmente se encuentra; es decir, el Tribunal Superior de Justicia, funcionando con dos Salas Colegiadas y 7 magistrados.

Ahora bien,  si desde hace diecisiete años se había contemplado la necesidad de fortalecer la administración de justicia, con un Tribunal Superior de Justicia integrado por diez magistrados, con mayor razón ahora se justifica la reforma propuesta, pues es un hecho que el Estado cuenta con mayores índices de población y que desde el punto de vista económico nuestra entidad se ha desarrollado en ese lapso de tiempo, lo que implica la necesidad de modificar la estructura orgánica del Tribunal Superior de Justicia para el efecto de que los Coahuilenses cuenten con una justicia pronta, completa e imparcial, como lo prescribe el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

A mayor abundamiento, como la propia iniciativa lo advierte, la media nacional de habitantes por magistrado, es de 236,035, y nuestra entidad atiende a 356,457 habitantes por magistrado, lo que implica exceder la media nacional por más de 100,000 habitantes; amen de que, como se observa en la gráfica que ilustra la iniciativa, en 1990, en que se contempló la estructura del Tribunal Superior de Justicia con 10 magistrados, la población  era de dos millones de personas y actualmente es de dos millones y medio, por lo que la reforma propuesta se ajusta a la realidad económica, demográfica, política y social de nuestra entidad.

Conforme a la fracción III del artículo 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para acceder al cargo de magistrado del Poder Judicial del Estado, se deben satisfacer los mismos requisitos que para ser Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; de ahí que, a fin de homologar  las disposiciones de la Constitución Política local, con la Constitución Federal, se proponga establecer un período de quince años para los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; de diez años, para los Magistrados del Tribunal Electoral y de  seis años prorrogables por un período de nueve años más, para los magistrados del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, de los Tribunales Unitarios de Distrito,  a partir de la fecha en que surta efectos su designación o tomen posesión de su cargo; debe entenderse que se mantiene el sistema de inamovilidad judicial sujeto a la ratificación de su cargo;  pues al ratificarlos, por disposición constitucional, serán  inamovibles y sólo podrán ser privados de sus puestos en los términos que determine la Constitución Política local y la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos del Estado y los Municipios.

Esta Comisión advierte que conforme a los principios rectores del derecho y al principio de concentración procesal, Los actos procesales sometidos a los órganos de la jurisdicción, deberán realizarse sin demora;  y de concentrar en el mismo acto todas las diligencias que sea necesario realizar, cuando se le faculte de manera expresa por la ley , en base a lo anterior se considera conveniente que la nueva Sala Auxiliar del Tribunal Superior de Justicia con residencia en la Ciudad de Torreón Coahuila, su Jurisdicción comprenda además del Distrito Judicial  de Viseca, también  el Distrito Judicial de San Pedro, por que lo anterior contribuye a  que los habitantes de los municipios de San Pedro y Francisco I Madero tengan acceso a una Justicia pronta y expedita en la región, lo que contribuye a una mas y mejor administración de la Justicia en nuestro Estado, por lo que en este sentido se sugiere la reforma al articulo 136.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente emitir el siguiente

D I C T A M E N

ÚNICO.-  Resulta pertinente someter a la consideración de esta Soberanía,  la Iniciativa para reformar los artículos 135 y 136 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por los C.C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional; los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ General Felipe Ángeles ”, del Partido de la Revolución Democrática; los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Ignacio Zaragoza ”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila; el C. Diputado Virgilio Maltos Long, del Partido del Trabajo y el C. Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez, del Partido Verde Ecologista de México, para quedar como sigue:

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma y adiciona un párrafo al artículo 135 y se reforma el artículo 136 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Articulo 135.-  ……

El periodo constitucional de los integrantes del Poder Judicial será: 

I. De quince años, para los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia;

II. De diez años, para los Magistrados del Tribunal Electoral;

III. De seis años en el primer ejercicio del encargo para los Magistrados del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje y de los Tribunales Unitarios de Distrito, que se contara a partir de la fecha de su designación. Al  término del citado periodo podrán ser designados nuevamente, por unica vez, por un periodo de nueve años.

Al  vencimiento de los periodos descritos en las fracciones anteriores, los Magistrados tendrán derecho a un haber por retiro en los términos que establezca la ley.

Artículo 136.- La competencia, organización y atribuciones del Tribunal Superior de Justicia, así como facultades, deberes y responsabilidades de los magistrados, se regirán por esta Constitución y demás leyes. Será Presidente del Tribunal, el magistrado que designe el Pleno, en los términos establecidos por la ley de la materia, y durará en su encargo cinco años y podrá ser reelecto por igual término. Mientras ejerza su función no integrará sala.

El Tribunal Superior de Justicia se compondrá  por catorce Magistrados y funcionará en Pleno o en Salas

Se establecerá una Sala Auxiliar del Tribunal, cuya  jurisdicción comprenderá los Distritos Judiciales de Viseca y San Pedro y tendrá  la competencia que determine la propia ley. Esta Sala Auxiliar se integrará por tres Magistrados numerarios y tres Magistrados supernumerarios. El Presidente de la Sala Auxiliar será integrante del Pleno.

La competencia, procedimientos, organización del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, de los Tribunales Distritales, de los juzgados de Primera Instancia cualquiera que sea su denominación, y de los demás órganos jurisdiccionales que determinen las leyes, así como las facultades, deberes y responsabilidades de los servidores públicos judiciales, se regirán por lo dispuesto en las leyes según los principios de esta Constitución.

A-......

I a XII. .......

B.-......

I a V.-.....

C-…..

I a VII.-…..

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Los nombramientos de los actuales Magistrados Numerarios del Tribunal Superior de Justicia, conforme al decreto numero 616, de fecha veintiuno de diciembre de dos mil cinco, se entenderán extendidos por el periodo constitucional que establece esta reforma y comprenderá desde la fecha de la designación conforme al decreto de referencia, para finalizar el veintinueve de diciembre de dos mil veinte.

Así mismo, se conservan las adscripciones de los Magistrados en ejercicio a la Salas del Tribunal y la Presidencia para adecuarse al termino previsto en el presente decreto.

TERCERO. De los periodos constitucionales descritos en el articulo 135 de esta Constitución, quedan excluidos los Magistrados que hubiesen alcanzado la calidad de inamovibles 
CUARTO. En un plazo de cuarenta y cinco días hábiles contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, se presentarán ante el Congreso Local las reformas a los ordenamientos secundarios, a fin de hacer efectiva la aplicación de lo dispuesto en el presente Decreto.

Asimismo, publicadas las reformas a los ordenamientos secundarios, el Consejo de la Judicatura del Estado iniciará el proceso de designación de los Magistrados Numerarios necesarios para alcanzar el número que contempla este decreto.

Concluido el proceso de designación, en la primera sesión del Pleno del Tribunal Superior de Justicia posterior al nombramiento, los magistrados designados serán adscritos a la Sala  que corresponda.

QUINTO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente  Decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, 28 de Mayo de 2007.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

	NOMBRE
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	DIP. JUAN ALEJANDRO DE LUNA
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ZUÑIGA SÁNCHEZ
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN
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	DIP. GUADALUPE SERGIO RESÉNDIZ BOONE
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EN
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	DIP. JOSÉ IGNACIO MAYNEZ VARELA
	A
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EN

CONTRA


	DIP. JESÚS MANUEL PÉREZ
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CONTRA


	DIP. VIRGILIO MALTOS LONG


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN
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	DIP. LORENZO DÁVILA
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	A
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ABSTENCIÓN

EN
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa para reformar el artículo 196 fracción I de la Constitución Política del Estado, propuesta por los C. C. Diputados Lorenzo Dávila Hernández, del Partido de la Revolución Democrática, José Refugio Sandoval Rodríguez, del Partido Verde Ecologista de México y Alfredo Garza Castillo, del Partido Unidad Democrática Coahuilense; y, 
R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 22 de Mayo del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales la Iniciativa para reformar el artículo 196 fracción I de la Constitución Política del Estado, propuesta por los C. C. Diputados Lorenzo Dávila Hernández, del Partido de la Revolución Democrática, José Refugio Sandoval Rodríguez, del Partido Verde Ecologista de México y Alfredo Garza Castillo, del Partido Unidad Democrática Coahuilense; y, 

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, 103 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa para reformar el artículo 196 fracción I de la Constitución Política del Estado, propuesta por los C. C. Diputados Lorenzo Dávila Hernández, del Partido de la Revolución Democrática, José Refugio Sandoval Rodríguez, del Partido Verde Ecologista de México y Alfredo Garza Castillo, del Partido Unidad Democrática Coahuilense,

se basa en las consideraciones siguientes:

“ El derecho de iniciativa es consustancial a la calidad que tienen los ciudadanos que integran el Poder Legislativo en virtud del mandato popular expresado en las urnas. En la doctrina contemporánea se reconoce que el derecho de iniciativa, expresamente conferido a los legisladores por la Constitución, no se refiere únicamente a las leyes secundarias, sean estas subjetivas o adjetivas, orgánicas o reglamentarias, sino a la posibilidad de iniciar reformas o adiciones al propio texto constitucional.

En el ámbito federal cualquier Diputado o Senador puede presentar iniciativas para reformar o adicionar el texto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; En el ámbito de las entidades federativas ocurre lo mismo en la mayoría de las Legislaturas Estatales.

La excepción a esta regla son los Estados de Baja California Sur, Coahuila e Hidalgo, que para la reforma de sus constituciones locales establecen el requisito de que las iniciativas deberán ser suscritas, cuando menos, por tres Diputados.

Lo anterior, además de ser contrario a la doctrina contemporánea  sobre derecho parlamentario, representa una conculcación de este derecho fundamental por las siguientes razones.

En este Congreso se encuentran representados seis partidos políticos, sin embargo, cuatro de ellos no pueden, por sí mismos, presentar iniciativas de reforma a la Constitución Local. En efecto, los partidos Verde Ecologista de México y Del Trabajo, a pesar de haber alcanzado el porcentaje de votos establecido en la Constitución para formar parte del Poder Legislativo y de representar una porción del electorado, minoritaria pero suficiente para esos efectos, están impedidos, de conformidad al texto actual del artículo 196, para presentar, por si mismos, iniciativas de reforma a la Constitución del Estado. Lo mismo ocurre con los Grupos Parlamentarios de los partidos de la Revolución Democrática y Unidad Democrática Coahuilense, pues aunque ambos cumplen el requisito dispuesto en la Ley Orgánica del Congreso para constituir sus respectivos Grupos Parlamentarios, al ser integrados por sólo dos diputados, también están impedidos para presentar, por sí mismos, iniciativas de reforma al texto constitucional.

De lo anterior se desprende que, a pesar de representar legal y legítimamente a una porción del electorado coahuilense, los legisladores de estos cuatro partidos políticos no pueden, en lo individual, presentar iniciativas de reforma o adiciones al texto constitucional.

Por otro lado, resulta contradictorio que nuestra entidad sea considerada como de vanguardia en materia legislativa cuando el texto de la fracción I del artículo 196 constitucional conculca el derecho de iniciativa que debe tener cada diputado.

En nuestra opinión resulta indispensable operar esta reforma en el texto constitucional pues la norma restrictiva sólo continúa vigente en tres entidades de la República.”

TERCERO.- Señala Don Ignacio Burgoa en su libro “ Derecho Constitucional Mexicano” que una de las importantes atribuciones que tienen los diputados y senadores individualmente considerados consiste en la facultad de iniciar leyes o decretos.

Ahora bien, es un principio de derecho y de hermenéutica jurídica, que donde el legislador no distingue, el interprete no debe hacerlo; por lo que siendo así, se impone concluir que los diputados y senadores al Congreso de la Unión, se encuentran también individualmente facultados para proponer reformas a la Constitución. Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues el descubrimiento de la finalidad que el constituyente persiguió al establecer determinada institución,  cristaliza los más altos principios y valores de la vida democrática y republicana reconocidos en nuestro sistema jurídico; al respecto tiene aplicación la tesis jurisprudencial siguiente:

Novena Epoca

Instancia: Pleno

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: VII, Abril de 1998

Tesis: P. XXVIII/98        

Página:   117

“ INTERPRETACIÓN DE LA CONSTITUCIÓN. ANTE LA OSCURIDAD O INSUFICIENCIA DE SU LETRA DEBE ACUDIRSE A LOS MECANISMOS QUE PERMITAN CONOCER LOS VALORES O INSTITUCIONES QUE SE PRETENDIERON SALVAGUARDAR POR EL CONSTITUYENTE O EL PODER REVISOR.  El propio artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos autoriza, frente a la insuficiencia u oscuridad de la letra de la ley, utilizar mecanismos de interpretación jurídica. Al desentrañar el sentido y alcance de un mandato constitucional deben privilegiarse aquellos que permitan conocer los valores o instituciones que se quisieron salvaguardar por el Constituyente o el Poder Revisor.  Así, el método genético-teleológico permite, al analizar la exposición de motivos de determinada iniciativa de reforma constitucional, los dictámenes de las Comisiones del Congreso de la Unión y el propio debate, descubrir las causas que generaron determinada enmienda al Código Político, así como la finalidad de su inclusión, lo que constituye un método que puede utilizarse al analizar un artículo de la Constitución, ya que en ella se cristalizan los más altos principios y valores de la vida democrática y republicana reconocidos en nuestro sistema jurídico.” 

Amparo en revisión 2639/96. Fernando Arreola Vega. 27 de enero de 1998. Unanimidad de nueve votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. Ausentes: Juventino V. Castro y Castro y Humberto Román Palacios. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Ariel Alberto Rojas Caballero.

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el veintitrés de marzo en curso, aprobó, con el número XXVIII/1998, la tesis aislada que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis jurisprudencial. México, Distrito Federal, a veintitrés de marzo de mil novecientos noventa y ocho.

Así las cosas, si la experiencia en el ámbito federal nos ha permitido constatar que los Diputados y Senadores al Congreso de la Unión, individualmente están facultados para proponer reformas y adiciones a la Constitución Política de los  Estados Unidos Mexicanos; y, que los autores de la iniciativa aseveran que sólo los Estados de Baja California Sur, Hidalgo y Coahuila previenen que la reforma  a los preceptos de la Constitución Local debe ser suscrita cuando menos por tres diputados, tal requisito no encuentra una justificación razonable y si por el contrario enerva el derecho que asiste a todos y cada uno de los diputados individualmente considerados para proponer reformas y adiciones a la Constitución, más si en la situación concreta de nuestra Legislatura de los seis partidos políticos que  se encuentran representados en el Congreso, sólo dos estarían en aptitud de promover reformas constitucionales sin necesidad de recurrir a alianzas, lo que se advierte contrario a la idea democrática de que todas y cada una de  las corrientes políticas existentes en el Estado estén representadas en la Legislatura local y puedan hacerse oír proponiendo  individualmente iniciativas de ley.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente emitir el siguiente

D I C T A M E N

ÚNICO.-  Resulta pertinente someter a la consideración de esta Soberanía,  la Iniciativa de los

C C. Diputados Lorenzo Dávila Hernández, del Partido de la Revolución Democrática, José Refugio Sandoval Rodríguez, del Partido Verde Ecologista de México y Alfredo Garza Castillo, del Partido Unidad Democrática Coahuilense, conforme al siguiente

P R O Y E C T O  D E  D E C R E T O mediante el que se reforma la Fracción I del Artículo 196 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 196.- La Ley Suprema Coahuilense puede ser adicionada o reformada por el Congreso del Estado. Para que las adiciones o reformas lleguen a ser parte del bloque de la constitucionalidad local, deben observarse los requisitos siguientes:

I.- Iniciativa suscrita por el Gobernador del Estado o por uno o varios Diputados, a la que se le darán dos lecturas con un intervalo de diez días.

II al VII.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - ​

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, 28 de Mayo de 2007.
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DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE COMUNICACIONES Y OBRAS PÚBLICAS DE LA QUINCUAGÉSIMO SÉPTIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO, EN RELACIÓN A LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO SOBRE EL LIBRE TRÁNSITO DE LOS VEHÍCULOS DE AUXILIO POR LAS CARRETERAS DE CUOTA, QUE PRESENTARON EL DIPUTADO LEOCADIO HERNÁNDEZ TORRES, LA DIPUTADA JEANNE MARGARET SNYDELAAR HARDWICKE Y LOS DIPUTADOS ALFIO VEGA DE LA PEÑA Y ROMÁN ALBERTO CEPEDA GONZÁLEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO "JESÚS REYES HEROLES", DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

RESULTANDO

Primero: Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso del Estado de Coahuila el día 24 de abril del presente año, se presentó una proposición con punto de acuerdo sobre el libre tránsito de los vehículos de auxilio por las carreteras de cuota, que llevaron a cabo el diputado Leocadio Hernández Torres, la Diputada Jeanne Margaret Snydelaar Hardwicke y los Diputados Alfio Vega de la Peña y Román Alberto Cepeda González del Grupo Parlamentario "Jesús Reyes Heroles", del Partido Revolucionario Institucional. 

Segundo: Que la propuesta se turnó a esta Comisión para su análisis y, en su caso dictamen, conforme lo dispuesto en el artículo 251 de la Ley Orgánica del Congreso, y 

CONSIDERANDO

Primero: Que esta Comisión es competente para emitir este dictamen de conformidad con los artículos 96, 97, 102, 111 y 132 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado. 

Segundo: Que, concordando con los señalamientos de la proposición que constituye la materia del presente dictamen, hemos realizado con anterioridad, exhortos para que en determinadas carreteras se exente el pago de cuotas a los vehículos de auxilio que acuden a prestar algún tipo de servicio que en éstas se requiere, y aún cuando en éstas no se requiera, tratándose de casos de urgencia, como lo es el traslado de las unidades de bomberos que deben acudir de una localidad a otra en casos de emergencia. De ello es testigo, nuestro dictamen anterior de marzo de 2006, en relación con el caso de la Autopista Premier. 

Tercero: Que, paradójicamente, los concesionarios de las carreteras cobran por los servicios de auxilio que a ellos se prestan a lo largo de las mismas, ya que no se les puede considerar libres de toda responsabilidad en materia de accidentes que en ellas ocurren y, dado el caso, de tener que enfrentar responsabilidades civiles y penales, si los accidentes suceden por fallas o defectos en el mantenimiento carretero, o por falta de los debidos señalamientos, o por cualesquier otras causas que les sean imputables. Por otra parte, la ocurrencia de accidentes tiene un impacto sobre el flujo vehicular y la seguridad de los demás conductores y pasajeros, que también puede afectar negativamente el funcionamiento de dichas carreteras, en perjuicio de los propios concesionarios. 

Cuarto: Que, en el caso de los vehículos en los que prestan su servicio los bomberos, no solo se les debe exentar del pago de cuotas, sino aún dárseles todas las facilidades para que crucen con mayor rapidez las casetas de cuota, ya que de su pronto auxilio pueden depender la conservación de vidas y bienes. 

Quinto: Que llama la atención la postura de los concesionarios a este respecto, sobre todo si se considera que la pérdida de ingresos por este concepto sería mínima, lo que evidenciaría una falta de humanidad por mezquinos motivos, y de que a ellos no se les cobran los servicios de auxilio. Sobre todo que, cuando se trata de obtener de los distintos niveles de gobierno algún tipo de facilidades, exenciones de pagos de todo tipo y servicios, los concesionarios no dudan en solicitarlos, por lo que su falta de solidaridad con la población y las dependencias de gobierno es inaceptable. 

Sexto: Que la explotación de las carreteras por parte de los concesionarios debe reglamentarse con mayor detalle, como ocurre en muchos países, porque se trata de un servicio público con el cual éstos están lucrando, desentendiéndose de toda responsabilidad, como si público y gobierno solo fueran un medio para obtener utilidades personales, y no fuera necesario cumplir con una función social. 

Séptimo: Que como vehículos de auxilio, también deben entenderse las unidades de los Gobiernos de los Estados, que acuden a la investigación de los accidentes, ya que éstas prestan apoyo a la Policía Federal Preventiva. De otro modo, también debería cobrarse a ésta, por acudir a vigilar dichas carreteras, lo que sería un contrasentido.
Por lo anterior, hemos emitido en el ejercicio de nuestras funciones, el presente.

DICTAMEN

Primero: Se exhorte a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Gobierno Federal, a fin de que lleve acabo una adecuada reglamentación de las modalidades permisibles en el cobro de cuotas, atendiendo a los anteriores considerandos y, asimismo, establezca de manera expresa las obligaciones de los concesionarios, respecto a la vigilancia, mantenimiento y adecuada señalización de las carreteras concesionadas, so pena de incurrir en responsabilidades civiles y penales por la falta o insuficiencia de cumplimiento de esta responsabilidad. A este respecto, cabe señalar la obligación que debe tener la Policía Federal Preventiva, indicando las obras o mejoras que las dichas carreteras requieren, para cumplir con los niveles mínimos de calidad y seguridad, indicaciones que deben ser prontamente ser seguidas por quienes detentan las concesiones. 

Segundo: Se envíe copia de este exhorto a los Congresos de los Estados y al Congreso de la Unión, para sus observaciones. 

Sala de Comisiones Soberanía Nacional, Edificio Miguel Ramos Arizpe, 
Saltillo, Coahuila a 30 de mayo del año 2007.

POR LA COMISIÓN DE COMUNICACIONES Y OBRAS PUBLICAS 
Dip. José Luis Alcalá de la Peña

Dip. Leticia Rivera Soto

Dip. Román Alberto Cepeda González

Dip. César Flores Sosa

Dip. José Ignacio Máynez Varela

DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE COMUNICACIONES Y OBRAS PÚBLICAS DE LA QUINCUAGÉSIMO SÉPTIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO, EN RELACIÓN A LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO SOBRE LA REDUCCIÓN DEL PEAJE EN LAS AUTOPISTAS DE CUOTA, QUE PRESENTARON LOS DIPUTADOS JOSÉ LUIS MORENO AGUIRRE, JORGE ANTONIO ABDALA SERNA, JUAN CARLOS AYUP GUERRERO, JESÚS MARIA MONTEMEYOR GARZA, ANTONIO JUAN MARCOS VILLARREAL Y RAÚL XAVIER GONZÁLEZ VALDÉZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO "JESÚS REYES HEROLES”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

RESULTANDO

Primero: Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso del Estado de Coahuila el día 24 de abril del presente año, se presentó una proposición con punto de acuerdo sobre el libre tránsito de los vehículos de auxilio por las carreteras de cuota, que llevaron a cabo los diputados José Luis Moreno Aguirre, Jorge Antonio Abdala Serna, Juan Carlos Ayup Guerrero, Jesús . Maria Montemeyor Garza, Antonio Juan Marcos Villarreal y Raúl Xavier rJ González Valdez, del grupo parlamentario "Jesús Reyes Heroles", del Partido Revolucionario Institucional.

Segundo: Que la propuesta se turnó a esta Comisión para su análisis y, en su caso dictamen, conforme lo dispuesto en el artículo 251 de la Ley Orgánica del Congreso, y 

CONSIDERANDO

Primero: Que esta Comisión es competente para emitir este dictamen de conformidad con los artículos 96, 97, 102, 111 y 132 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado. 

Segundo: Que, ya se han hecho con anterioridad idénticas propuestas con el fin de ser dictaminadas, resultando que esta Comisión, atendiendo a la razón contenida en los motivos expuestos, ha exhortado a las autoridades correspondientes para que lleven acabo una reducción en las cuotas de peaje de las autopistas concesionadas. 

Tercero: Que, efectivamente, no solo tenemos cuotas de peaje injustificadas, considerando las existentes en países más desarrollados y con niveles de vida más altos, sino que además su estructura es altamente desigual, dados los inexplicables desniveles entre éstas, que en ocasiones se han pretendido justificar por motivos de elevados costos de construcción en terrenos difíciles, resultando que estos costos se van a pagar durante todo el tiempo que dure la concesión y no cuando se recuperen los capitales invertidos, lo cual no es aceptable. 

Cuarto: Que, además, las citadas carreteras presentas insuficiencias en su construcción, mantenimiento y señalización, lo cual debió ser tomado en cuenta antes de llevar a cabo la autorización de los incrementos en las cuotas de peaje, y no, en cambio, realizarla a través de un proceso de negociación al margen de estas condiciones, produciendo un vacío en la actividad reguladora del Estado en la atención de las necesidades sociales.

Quinto: Que no se entiende la actitud proteccionista que se brinda a los concesionarios de este servicio público, en el marco de una economía liberal, sin que éstos queden sujetos a la regulación del propio mercado y a su propia eficiencia administrativa y operativa, salvo por la insistencia de hacer funcionar, con poco éxito, la privatización del sistema carretero, manteniendo un equilibrio entre los intereses del público y los de los concesionarios, de tal manera que ambos queden satisfechos. 

Sexto: Que ante los requerimientos que se han hecho en este sentido, las autoridades del ramo se han mantenido en el silencio, ignorándolas por completo, y que solo por el ejercicio de un excesivo centralismo, se han cerrado opciones de diálogo y participación de los Gobiernos de los Estados, para expresar sus puntos de vista en lo que respecta a la autorización de los aumentos en el costo de peaje, que la ciudadanía se ve impotente de resistir. 

Séptimo: Que la desigual estructura actual de las cuotas, tiende a incrementar los desniveles sociales existentes, permitiendo aún más la concentración del ingreso. 

Por lo anterior, hemos emitido en el ejercicio de nuestras funciones, el presente 

DICTAMEN

Primero: Se exhorte a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Gobierno Federal, a fin de que lleve acabo una revisión de los aumentos autorizados en las cuotas de peaje de las autopistas y carreteras del país, utilizando criterios que permitan condicionar estos aumentos a la calidad y seguridad de los servicios que en éstas se prestan, y que promuevan la nivelación de los costos de servicio por kilómetro recorrido al del promedio general, cuidando que no sean excesivos y que contribuyan a profundizar las desigualdades sociales. Lo anterior, especialmente por el motivo que se trata de servicios públicos concesionados, y no de negocios particulares que no están compelidos a cumplir con una función social. 

Sala de Comisiones Soberanía Nacional, Edificio Miguel Ramos Arizpe, 
Saltillo, Coahuila a 30 de mayo del año 2007.

POR LA COMISIÓN DE COMUNICACIONES Y OBRAS PUBLICAS
Dip. José Luis Alcalá de la Peña

Dip. Leticia Rivera Soto

Dip. Román Alberto Cepeda González

Dip. César Flores Sosa

Dip. José Ignacio Máynez Varela
Dictamen de la Comisión para el desarrollo de la juventud y el deporte de la Quincuagésimo Séptima Legislatura, relativo a la Proposición con Punto de Acuerdo presentada “con relación a la violencia contra menores en México”, formulada por los diputados Antonio Juan Marcos Villarreal, Juan Carlos Ayup Guerrero, José Luis Moreno Aguirre, Jorge Antonio Abdala Serna, Raúl Xavier González Valdés y Jesús Maria Montemayor Garza y del grupo parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional; y,  

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 08 de mayo de 2007 se trató lo relativo a la proposición con punto de acuerdo a que se alude en el proemio de este Dictamen.

SEGUNDO.  De conformidad con los artículos 199 y 251 de la Ley Orgánica del Congreso, se dispuso que la susodicha proposición fuera turnada a esta Comisión para el desarrollo de la juventud y el deporte para efecto de emitir dictamen sobre la misma; y,

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión, con fundamento en los  artículos 132, 248 y 251 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen en atención al acuerdo tomado por el Pleno del Congreso.

SEGUNDO. Que la Proposición con Punto de Acuerdo presentada “en relación a la violencia contra los menores en México”, formulada por los diputados .Antonio Juan Marcos Villarreal, Juan Carlos Ayup Guerrero, Jose Luis Moreno Aguirre, Raúl Xavier González Valdés y Jesús Maria Montemayor Garza del grupo parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional, se basa en las consideraciones siguientes:

“El Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), señala que México, Estados Unidos y Portugal, reportan el número más alto de niños muertos por maltrato entre los países miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), integrado por 30 naciones.

Según el Informe Nacional sobre Violencia y Salud, elaborado por la Secretaría de Salud y auspiciada por la Organización de las Naciones Unidad (ONU), nuestro país es uno de los países más violentos del mundo, situación que tiene un impacto negativo entre los niños, niñas y adolescentes, pues desde hace casi 30 años, mueren asesinados a diario dos menores de 14 años a causa de la violencia familiar y la delincuencia común.

De acuerdo a dicho informe, la secretaría admite que existe un alto nivel de tolerancia para la violencia que se ejerce contra la población infantil, ya que los castigos físicos y el maltrato verbal son prácticas cotidianas que gozan de niveles altos de aceptación y en las escuelas son prácticas que no se han prohibido.

En el caso específico de los niños, el reporte destaca que la tasa más alta de homicidios en 2004, se registró entre los niños de 0 y 4 años con 5.7 por cada 100 mil en el Estado de México, seguido por Colima, con 3.8 y Puebla, con 3.3.

En el grupo de niños de entre 5 y 14 años, la tasa de asesinatos baja a 2.8 en Chihuahua y 2.7 en Guerrero por cada 100 mil niños. 

En el caso de las niñas de 0 a 4 años, la tasa más elevada se observó en Tlaxcala donde en el 2004, fueron asesinadas 6 niñas por cada 100 mil y en los estados de México, Nayarit y Sonora, 4.4 en cada uno.  En el grupo de niñas de 5 a 4 años de edad, las tasas máximas es de 2.3 en Oaxaca.

Lo anterior, quiere decir que tanto en niñas como en niños, los índices más altos de homicidio se registran entre los 0 y 4 años de edad y las causas son el ahorcamiento, el estrangulamiento y la sofocación.

Sin embargo, entre lo 10 y 14 años, los asesinatos de niños se comenten con armas de fuego principalmente, por lo que están más relacionados con la delincuencia. De acuerdo, con la investigación, América Latina y el Caribe, constituyen la región más violenta del mundo para los jóvenes.  La tasa de homicidios por cada 100.000 habitantes en el grupo de menores de 15 a 17 años alcanza un nivel de 37.66, comparado con 15.64 en África y 5.72 en Europa.

Debemos reconocer que miles de niños y adolescentes en México, crecen en un contexto de violencia cotidiana que deja secuelas profundas e incluso termina cada año con la vida de centenares de ellos. Gran parte de esta violencia, que incluye física, sexual, psicológica, discriminación y abandono, permanece oculta y en ocasiones es aprobada socialmente. El hogar, la escuela o la comunidad, se han convertido en lugares donde principalmente se ejerce la violencia y donde se cometen todo tipo de vejaciones y tropelías en contra de los menores, se han convertido en los lugares más peligrosos para lo infantes.  Hoy es tiempo para revertir esta penosa situación.  Evitemos que más niñas y niños más sufran”.

TERCERO. Sin duda alguna la violencia de que son victima los niños, niñas y adolescentes de nuestro país es una de las asignaturas pendientes y de los problemas más graves que aun quedan por resolver. Las estadísticas son alarmantes en casi todo el país, aun sobre los grandes esfuerzos que se han realizado, continua el maltrato hacia nuestros jóvenes. Desgraciadamente esa violencia en muchas de las ocasiones se da en el seno familiar sobre todo, como lo dice el punto de acuerdo, contra los niños y niñas. Por otro lado los adolescentes son victimas de la delincuencia y la violencia callejera.

En ese sentido, consideramos atinado el punto de acuerdo, las autoridades competentes deben redoblar esfuerzos para prevenir el maltrato y las vejaciones de que son objeto nuestros niños y adolescentes, en virtud de que su presente forjará el futuro de nuestra población. Debemos buscar erradicar toda forma de violencia contra quienes serán los adultos de mañana. Debemos romper todas las cadenas de formación psicológica que generen un modo de vida basado en la violencia en cualquiera de sus manifestaciones. 

Consecuentes con las consideraciones que anteceden, esta Comisión para el desarrollo de la juventud y el deporte estima pertinente emitir el siguiente

DICTAMEN

UNICO. Por las razones expuestas en el considerando tercero de este dictamen, se acuerda solicitar al Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia y a la Secretaría de Desarrollo Social en el Estado, por medio del DIF estatal, que refuercen e implementen las medidas necesarias para evitar que los niños, niñas y adolescentes de nuestro país sufran cualquier tipo de maltrato que perjudique su sana formación y desarrollo. 

Así lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión para el desarrollo de la juventud y el deporte de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, diputado Juan Carlos Ayup Guerrero (Coordinador), diputado Alfio Vega de la Peña, diputado José Ignacio Máynez Varela, diputado José Refugio Sandoval Rodríguez, Saltillo, Coahuila, a 29 de mayo de 2007.
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Dictamen de la Comisión para el desarrollo de la juventud y el deporte de la Quincuagésimo Séptima Legislatura, relativo a la Proposición con Punto de Acuerdo presentada “en relación a la Convención Iberoamericana de derechos de los jóvenes” ,formulada por los diputados Juan Carlos Ayup Guerrero, José Luis Moreno Aguirre, Jorge Antonio Abdala Serna, Raúl Xavier González Valdés, Jesús Maria Montemayor Garza y Antonio Juan Marcos Villarreal, del grupo parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional y,   

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 06 de marzo de 2007, se trató lo relativo a la proposición con punto de acuerdo a que se alude en el proemio de este dictamen.

SEGUNDO.  De conformidad con los artículos 199 y 251 de la Ley Orgánica del Congreso, se dispuso que la susodicha proposición fuera turnada a esta Comisión para el desarrollo de la juventud y el deporte para efecto de emitir dictamen sobre la misma; y,

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión, con fundamento en los  artículos 132, 248 y 251 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen en atención al acuerdo tomado por el Pleno del Congreso.

SEGUNDO. Que la Proposición con Punto de Acuerdo presentada “con relación a la Convención Iberoamericana de derechos de los jóvenes”, formulada por los diputados Juan Carlos Ayup Guerrero, José Luis Moreno Aguirre, Jorge Antonio Abdala Serna, Raúl Xavier González Valdés, Jesús Maria Montemayor Garza y Antonio Juan Marcos Villarreal, del grupo parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional, se basa en las consideraciones siguientes:

“La Organización Iberoamericana de la Juventud, es un organismo internacional de carácter multigubernamental, creado para promover el diálogo, la concertación y la cooperación en materia de juventud entre los países iberoamericanos. 

Esta organización se integra por 21 organismo oficiales de juventud, cuyos principios y objetivos se basan en la igualdad, soberanía e independencia de los Estados, así como en el respeto de las características propias de los distintos procesos de integración, regionales, subregionales y promovente de la paz, solidaridad y la no intervención en los asuntos internos. 

Los principales objetivos de la Organización Iberoamericana de la Juventud, son propiciar e impulsar los esfuerzos que realicen los Estados miembros dirigidos a mejorar la calidad de vida de los jóvenes en la región; impulsar el fortalecimiento de las estructuras gubernamentales de juventud y la coordinación interinstitucional e intersectorial a favor de políticas integrales hacia la juventud y formular y ejecutar planes, programas, proyectos y actividades de acuerdo con los requerimientos de los Estados miembros, a fin de contribuir al logro de los objetivos de sus políticas de desarrollo a favor de la juventud. 

La sociedad latinoamericana ha sufrido en las últimas décadas un ajuste planteado por las exigencias derivadas de la modernización de nuestras sociedades, en el marco de una onerosa deuda externa, se ha generado una situación de crisis que se ha ido prolongando a lo largo de toda Latinoamérica, traduciéndose en expresiones de marginación y exclusión social, política y económica de grandes sectores de la población. 

Esta crisis ha traído como consecuencia que la juventud de nuestros países lationoamericanos se haya visto progresivamente excluida de los elementos potenciales del desarrollo, que son sin duda la educación y el trabajo. Este fenómeno ha provocado una frustración en cuanto a la expectativa de la población juvenil, para la cual no se están materializando las esperanzas de superación personal y colectiva. 

La ausencia de beneficios sociales para los más pobres pone en peligro la viabilidad y consolidación del sistema democrático. Los jóvenes son un factor estratégico, ya que son el futuro de las naciones, y no es concebible que este sector de la sociedad tenga como único horizonte la pobreza y la marginalidad. Por ello es necesario crear políticas públicas destinadas a la juventud que garanticen su incorporación plena a los procesos de desarrollo nacional. 

Los organismos gubernamentales de juventud en Iberoamérica vienen desarrollando en las dos últimas décadas, inspirados en este espíritu de cooperación pacífica de desarrollo, un espacio mancomunado de concertación y acción hacia la juventud de la región. La gran mayoría de estos países ha incorporado al aparato administrativo del Estado órganos específicos responsables de una política juvenil. 

La mayoría de la población en México es joven, lo que nos convierte en un país con gran futuro y grandes aspiraciones en el marco mundial. Sin embargo, no podemos descuidar el tesoro que tenemos en nuestras manos, y la adopción de un documento como la Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes es un paso muy importante para mejorar el desarrollo integral de la juventud para una mayor integración de los jóvenes. 

Diariamente vemos, con tristeza, que nuestra juventud incurre en delitos, es explotada y presenta cada vez más apatía por el acontecer nacional; y la razón es muy simple, requiere un desarrollo más completo, pero sobre todo sentirse parte de la sociedad del país. 

Finalmente, con la adopción de la Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes, derivada de la resolución específica adoptada por la duodécima Conferencia Iberoamericana de Ministros de Juventud, celebrada en nuestro país en Guadalajara, Jalisco, el 11 de octubre de 2005, se sentaron las bases para el desarrollo y progreso de este sector de la sociedad en nuestro país, por lo que se hacen indispensables la aprobación de dicho instrumento internacional y su ratificación por el Senado de la República conforme lo establece nuestra Carta Magna. Ese hecho no ha acontecido en virtud de que el titular del Poder Ejecutivo Federal, ala fecha, no ha remitido tal instrumento internacional a la Cámara alta para tales efectos”.

TERCERO.  La Convención Iberoamericana de los derechos de los jóvenes aprobada en Badajoz, España, los días 10 y 11 de octubre, es el primer texto de carácter internacional que dará soporte jurídico al conjunto de los gobiernos iberoamericanos para el desarrollo de políticas dirigidas a la promoción y fortalecimiento de las potencialidades de la juventud.

En términos de derechos, la Convención representa un paso adelante en la construcción de un entorno favorable para fomentar y proteger la ciudadanía integral de los jóvenes de Iberoamerica, en su calidad de actores estratégicos del desarrollo. Por otro lado, conlleva una correlativa obligación de los Estados Parte de adoptar, progresivamente, decisiones y medidas concretas, en el contexto de los desafíos y retos que plantea el mundo contemporáneo.

La convención consta de un total de 44 artículos que dan cabida a un amplio elenco de derechos específicamente formulados para atender la problemática de los jóvenes. En este sentido, será el primer texto en materia de derechos de la juventud que será entregado para que forme parte del sistema jurídico de derechos humanos de las naciones unidas, con el fin de promover su adopción y aplicación mundial. 

México, es uno de los Estados Parte que signaron esta convención. Nuestro país participó activamente y estuvo representado por Cristian Castaño Contreras, quien firmó la resolución especifica. Desde entonces hasta la fecha, el ejecutivo federal tiene guardado este documento, sin haber continuado con el trámite para que tenga vigencia. 

Consecuentes con las consideraciones que anteceden, esta Comisión para el desarrollo de la juventud y el deporte estima pertinente emitir el siguiente

DICTAMEN

PRIMERO. Por las razones expuestas en el considerando tercero de este dictamen, esta comisión acuerda enviar un atento exhorto al ejecutivo federal para que envié, a la brevedad, el documento signado sobre la Convención Iberoamericana de los derechos de los jóvenes, al Senado de la Republica, a efecto, de que dicha cámara lo autorice como lo establece la Constitución General de la Republica, se envíe a la Organización Iberoamericana de los Jóvenes y entre en vigor, en beneficio de la juventud de nuestro país.

Así lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión para el desarrollo de la juventud y el deporte de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, diputado Juan Carlos Ayup Guerrero (Coordinador), diputado Alfio Vega de la Peña, diputado José Ignacio Máynez Varela, diputado José Refugio Sandoval Rodríguez, Saltillo, Coahuila, a 29 de mayo de 2007.
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DICTAMEN DE LA COMISIÓN PARA LA ATENCIÓN DE LAS PERSONAS DE CAPACIDADES DIFERENTES, ADULTOS MAYORES Y PENSIONADOS Y JUBILADOS, DE LA QUINCUAGÉSIMA SÉPTIMA LEGISLA TURA DEL CONGRESO DEL EST ADO, RESPECTO A LA PROPOSICION CON PUNTO DE ACUERDO SOBRE "LUGARES DE ESTACIONAMIENTO PARA PERSONAS CON CAPACIDADES DIFERENTES".

Dictamen que emite la Comisión para la Atención de las Personas de Capacidades Diferentes, Adultos Mayores y Pensionados y Jubilados, de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, respecto a la proposición con punto de acuerdo sobre "Lugares de estacionamiento para personas con capacidades diferentes", que presenta el Diputado Julián Montoya de la Fuente, del Grupo Parlamentario "Jesús Reyes Heroles" del Partido Revolucionario Institucional; y
RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada el día 17 de abril de 2007, el Pleno del Congreso trató lo relativo a una Proposición con Punto de Acuerdo, que fue turnada a la Comisión para la Atención de las Personas de Capacidades Diferentes, Adultos Mayores y Pensionados y Jubilados, coordinada por la Diputada Jeanne Margaret Snydelaar Haardwicke, para su dictamen correspondiente mediante oficio suscrito por el Oficial Mayor el mismo mes y día. 
SEGUNDO. Que la Proposición refiere: "Lugares de estacionamiento para personas con capacidades diferentes", que presenta el Diputado Julián Montoya de la Fuente, del Grupo Parlamentario " Jesús Reyes Heroles" del Partido Revolucionario Institucional. 

TERCERO. Que en los puntos de acuerdo pide: primero, que el H. Congreso del Estado envíe un exhorto a los Ayuntamientos de nuestro Estado a fin de intensificar una campaña de difusión de la cultura del respeto a los lugares de estacionamiento destinados para personas con capacidades diferentes. 

En el segundo punto solicita, que se exhorte a los Ayuntamientos para que se lleven a cabo las acciones necesarias a fin de destinar más cajones de estacionamiento para personas con capacidades diferentes en el centro de la ciudad independientemente de los que ya existen y se sancione de manera más enérgica a quien haga mal uso de estos lugares. 

Como tercer punto pide, que dicha proposición con sus puntos de acuerdo sea turnada a la Comisión para la Atención de las Personas de Capacidades Diferentes, Adultos Mayores y Pensionados y Jubilados, para la elaboración del dictamen correspondiente. 

CUARTO. Que de la proposición con punto de acuerdo se desprende la preocupación por que en base a una estimación de más de 500 millones de personas en el mundo tienen algún impedimento físico mental o sensorial y que en el Estado existen aproximadamente 51 mil personas con alguna discapacidad. 

Asimismo, es patente que resulta necesario otorgar la mayor cantidad posible de apoyos a estas personas que por su condición, no tienen el mismo acceso a los lugares a los que acuden, incluso a edificios públicos ya que si bien es cierto en algunas áreas de las ciudades y establecimientos ya cuentan con lugares de estacionamiento debidamente delimitados para personas con discapacidad, en la mayoría de los casos estos espacios son insuficientes o resulta estar ocupados por personas irresponsables que por comodidad se estacionan en ellos, incluso argumentando que sólo será por unos minutos. 

A lo anteriormente mencionado, se suma el hecho de que es necesario fortalecer en la sociedad una cultura de respeto a los lugares de estacionamiento destinados para personas con discapacidad y que al mismo tiempo se destinen un mayor número de espacios a ellos, y 

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión para la Atención de las Personas de Capacidades Diferentes, Adultos Mayores y Pensionados y Jubilados, coordinada por la Diputada Jeanne Margaret Snydelaar Haardwicke, es competente para conocer y resolver sobre los asuntos turnados por el Pleno del Congreso, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 96, 97, 102, 122 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado. 

SEGUNDO. Que esta Comisión ha analizado con detenimiento la proposición con punto de acuerdo sometida a su consideración, allegándose de la información necesaria para su valoración y no encontrando impedimento alguno para dictaminar al respecto. 

TERCERO. Que esta Comisión reunida en la Sala Plan de Guadalupe del Recinto Miguel Ramos Arizpe y estando presentes la totalidad de sus integrantes, analiza los argumentos esgrimidos con motivo de la proposición con punto de acuerdo que fue turnada para dictaminarse conforme a derecho. 

CUARTO. Que el artículo 7° de la Constitución Política del Estado de Coahuila, ordena: 

Artículo 7°. Dentro del territorio del Estado, esta Constitución reconoce a todas las personas el disfrute de sus derechos fundamentales. Por tanto, las autoridades deberán establecer los mecanismos que garanticen su pleno ejercicio. En consecuencia, todos los que habiten o residan, así sea accidentalmente en el territorio Coahuilense, gozarán de las prerrogativas que reconoce la Constitución General de la República y que confirma la presente. 

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos humanos y libertades de estas personas. La ley establecerá mecanismos a favor de dichas personas, para que el goce de sus derechos de libertad, igualdad, seguridad jurídica y justicia social, sean reales, efectivos y equitativos dentro de! estado humanista, social y democrático de derecho que salvaguarda esta Constitución. 

QUINTO. Que de lo anteriormente expuesto, analizado, fundado y motivado, esta Comisión Ordinaria, con fundamento en los artículos 96, 99, 102, 122, 130, 131, 132 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila, 

ACUERDA

PRIMERO. Que en atención de esta proposición con puntos de acuerdo, se resuelve que es procedente dictaminar de conformidad a lo solicitado. 

SEGUNDO. Que respetuosamente se exhorta a los 38 Ayuntamientos del Estado para que den cumplimiento al mismo, intensificando campañas municipales de difusión de la cultura de respeta a los lugares de estacionamiento destinados para personas con discapacidad y que asimismo, lleven a cabo las acciones necesarias a fin de que reserven cajones de estacionamiento para estas personas en el centro de la ciudad, independientemente de los que ya existen, sancionando conforme a derecho a quien haga uso indebido de estos lugares. 

TERCERO. Que este Dictamen, después de su presentación y aprobación en la sesión correspondiente, sea enviado por la Oficialía Mayor del Congreso a los 38 Ayuntamientos del Estado. 

Así lo acordaron y firman en la ciudad de Saltillo, Coahuila a los 28 días del mes de mayo del presente año, los integrantes de la Comisión para la Atención de las Personas de Capacidades Diferentes, Adultos Mayores y Pensionados liados, los CC. Diputados: 

JEANNE MARGARET SNYDELAAR HARDWICKE

COORDINADORA

JOSÉ LUIS MORENO AGUIRRE

JOSÉ LUIS ALCALÁ DE LA PEÑA

LUIS ALBERTO MENDOZA BALDERAS

JOSÉ FRANCISCO CORTÉS LOZANO

Dictamen de las Comisiones Unidas de Seguridad Pública, Ecología y Medio Ambiente de la Quincuagésimo Séptima Legislatura, relativo a la Proposición con Punto de Acuerdo sobre “La Cinegética o Cacería Reglamentada”, planteada por la diputada Jeanne Margaret Snydlaar Hardwicke y los diputados Román Alberto Cepeda González, Alfio Vega de la Peña, Miguel Ángel Riquelme Solís y Leocadio Hernández Torres, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 20 de marzo de 2007, se trató lo relativo a la proposición a que se alude en el proemio de este Dictamen.

SEGUNDO.  De conformidad con los artículos 199 y 251 de la Ley Orgánica del Congreso, se dispuso que la susodicha proposición fuera turnada a estas Comisiones Unidas de Seguridad Pública, Ecología y Medio Ambiente para efecto de emitir dictamen sobre la misma; y,

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que estas Comisiones, con fundamento en los  artículos 115, 132, 248 y 251 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen en atención al acuerdo tomado por el Pleno del Congreso.

SEGUNDO. Que la Proposición con Punto de Acuerdo sobre “La Cinegética o Cacería Reglamentada”, se basa en las consideraciones siguientes:

El deterioro ambiental es serio y merece toda nuestra atención; está comprobado que reservar sitios, limitar los usos del suelo o prohibir 

cualquier tipo de actividad en ciertas áreas, es una de las mejores estrategias para garantizar la conservación de especies de flora y fauna, así como su asociación con otras formas de vida. 

Tal como lo conocemos hasta ahora, el desarrollo basado en las premisas de recursos infinitos y sin efectos colaterales, ha demostrado que pone en riesgo inminente no solo los procesos naturales, sino el desarrollo mismo. La casi desaparición de algunos recursos y la más cada vez mas difícil sustitución de estos, ha provocado la creación de nuevos paradigmas entre los que destacan el Desarrollo Sustentable, que trata de armonizar el proceso de consumo con la capacidad de autogeneración de la naturaleza. 

En el concepto del desarrollo sustentable juega un papel importante la valoración de lo que ahora se conoce como capital natural, y vista de una manera sencilla, esta idea pretende que el crecimiento se base en la utilización excedente de los recursos, o sea, que vivamos de los intereses -por así decirlo- sin gastarnos el capital. 

Nuestro estado tiene una larga tradición en la búsqueda de opciones más productivas; es el caso del mejoramiento del ganado, actividad para la cuál los propietarios requieren y consiguen sistemas más adaptables al medio desértico, y que a la vez tengan mejores rendimientos. 

En cinegética, Coahuila está a la vanguardia: aquí se investiga, fomenta y aprovecha el gran potencial de caza mayor. Entre los mamíferos que interesan a la cinegética podemos mencionar al venado cola blanca, que causa asombro por su cantidad y calidad en el noreste del estado. 

En Coahuila, se cuenta con ranchos cinegéticos, que además de tener toda su documentación en regla, permiten la recreación ordenada y que se constituye en una verdadera alternativa para la captación de recursos económicos para la población local y por ello, debemos asegurar su permanencia para permitir que la actividad tenga futuro. 

Es menester detener los daños en la ecología producidos por la cacería furtiva, práctica ilegal que se ha intensificado en las brechas de los ejidos y en los ranchos cinegéticos, como los recientes casos sucedidos en el Ejido 1° de mayo-Lampasos, en los que personas 

que no cuentan con ninguna licencia ni derechos sobre la propiedad o sobre los animales se introducen armados a matar sin ningún control ni parámetro el ganado de los ranchos aledaños, afectando la ecología y sobre todo, la economía de la región. 

Por lo que, con fundamento en los artículos 49, 50 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila, los diputados del Grupo Parlamentario " Jesús Reyes Heroles" del Partido Revolucionario Institucional, sometemos a su consideración la siguiente proposición con punto de acuerdo: 

TERCERO.- Acertadamente  señalan los ponentes que el estado de Coahuila actualmente desarrolla una importante actividad Cinegética, que desde hace aproximadamente 10 años se ha incrementado considerablemente y se ha emprendido una revaloración de la Fauna Regional principalmente en los Municipios de la región centro y norte de nuestro Estado, la Cacería deportiva es una de las principales actividades de recreación en Coahuila llamada cacería deportiva o cinegética, para lo cual Coahuila cuenta con 530 ranchos UMAS (Unidades de Manejo y Aprovechamiento de la Vida Silvestre), de los cuales existen diferentes categorías, desde resorts hasta ejidos, la mayoría de ellos localizados en la región norte, donde se pueden encontrar diversas especies, desde aves hasta venado cola blanca, venado bura, puma, oso y gran cantidad de pequeños mamíferos. En Coahuila habitan más de 100 especies aprovechables, las cuales cuentan además con reconocimiento nacional e internacional por su gran calidad. Los organizadores de esta práctica deportiva se encargan de facilitar los trámites y permisos necesarios para ello, pero efectivamente es del dominio publico en virtud de la denuncias presentadas y difundidas por diversos medios de comunicación en relación a la existencia de cacería furtiva, practica ilegal que ha golpeado a sectores que apenas comienzan a ver redituable la crianza cinegética, y quienes ya han sufrido perdidas considerables por esta cacería ilegal, sin ser omisos en señalar que la facultad de vigilancia en la materia en forma concurrente corresponde de igual manera  a la Procuraduría Federal del Medio Ambiente.
Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, habrá de emitirse el siguiente

DICTAMEN

ÚNICO.-  Resulta procedente solicitar a la Secretaría de Seguridad Pública y a la Secretaria de Medio Ambiente y Recursos Naturales del Estado, que en el ámbito de sus competencias se intensifiquen los operativos de vigilancia -inclusive nocturna- en las brechas ejidales, y las que comunican a las comunidades rurales en el norte del Estado, para que en forma inmediata se detenga la cacería furtiva que tanto daño ocasiona a la economía de la región y del Estado; igualmente se acuerda solicitar al Titular de la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente que en el ámbito de sus atribuciones actúe en la solución de esta problemática que aqueja a nuestro Estado.

Así lo acuerdan los diputados integrantes de las Comisiones Unidas de  Seguridad Pública, Ecología y Medio Ambiente de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, diputado Jesús María Montemayor Garza (Coordinador) diputado Francisco Saracho Navarro, diputado Alfio Vega de la Peña, diputado Leocadio Hernández Torres, diputado José Antonio Jacinto Pacheco, diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, diputado Virgilio Maltos Long, diputado José Refugio Sandoval Rodríguez (Coordinador), diputado Jorge Antonio Abdala Serna, diputado Horacio de Jesús del Bosque Dávila, diputado Juan Alejandro de Luna González, diputada Silvia Guadalupe Garza Galván. Saltillo Coahuila, a 29 de mayo de 2007.
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COMISION DE ECOLOGIA Y MEDIO AMBIENTE
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                 Coordinador
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Dip. Silvia Guadalupe Garza Galván 

D I C T A M E N que presenta la Comisión de Ecología y Medio Ambiente de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado de Coahuila, relativo a la proposición con punto de acuerdo sobre "La Situación actual del relleno sanitario de la Ciudad de Saltillo", planteada por los Diputados José Refugio Sandoval Rodríguez del Partido Verde Ecologista de México, conjuntamente con los Diputados Jorge Arturo Rosales Saade del Partido Acción Nacional, Alfredo Garza Castillo del Partido Unidad Democrática de Coahuila; Lorenzo Dávila Hernández del Partido de la Revolución Democrática y Virgilio Maltos Long del Partido del Trabajo.

RESULTANDO:

PRIMERO.- Que con fecha 15 de Marzo del presente año, recibió en la Oficialía Mayor de este Congreso del Estado, la proposición con Punto de Acuerdo sobre la situación actual del relleno sanitario de la Ciudad de Saltillo, solicitando que la Comisión de Ecología y Medio Ambiente del Congreso del Estado estudie y dictamine dicha situación para determinar si procede realizar atento y respetuoso exhorto a la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales del Estado para que solicite al Ayuntamiento de saltillo que a la brevedad posible, entregue el Plan de Regularización o las medidas que se implementarán para el manejo del relleno sanitario de esta Ciudad Capital, a fin de dar cumplimiento a la NOM-083-SEMARNAT-2003, relativa a los lineamientos que deben cumplir los lugares de confinamiento de basura, solucionando así el grave problema que enfrenta actualmente de contaminación, además de poner en riesgo la salud pública. Así mismo, solicita que también la Semarnac, exhorte a los Ayuntamientos y empresas privadas de la Entidad, encargadas de los rellenos sanitarios, para que entreguen su plan de regularización e informen a esta Soberanía, así como a la Comisión de Ecología y Medio Ambiente de este H. Congreso del Estado, la situación que guardan hasta el momento cada uno de estos rellenos ubicados en el Estado. 

SEGUNDO.- Que la proposición con punto de acuerdo señalada, fue analizada en la sesión ordinaria del H. Pleno del Congreso del Estado celebrada el 20 de Marzo del presente año y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 199, 251 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila, se dispuso que dicha proposición con punto de acuerdo fuera turnada a la Comisión de Ecología y Medio Ambiente para su estudio y dictamen. 

CONSIDERANDO

PRIMERO.- Que en virtud de lo antes expuesto, esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, y conocer sobre los asuntos turnados por el Congreso del Estado según lo dispuesto por el artículo 114 fracciones III y V, y en el 132 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. 

SEGUNDO.- La Comisión estuvo en contacto con autoridades de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales del Estado, quienes nos proporcionaron información relativa a la situación que actualmente guardan los sitios de disposición final de residuos sólidos urbanos y de manejo especial en los 38 Municipios del Estado. 
TERCERO.- La NOM 083-SEMARNAT-2003, establece las Especificaciones de protección ambiental para la selección del sitio, diseño, construcción, operación, monitoreo, clausura y obras, complementarias de un sitio de disposición final de residuos sólidos urbanos y de manejo especial. Se nos dio a conocer que actualmente ninguno de estos sitios en el Estado, cumple con la Norma Oficial Mexicana (NOM-083-SEMARNAT-2003), por lo que la SEMARNAC emitió un oficio a entidades públicas y privadas responsables de la disposición final de Residuos Sólidos Urbanos y Residuos de Manejo Especial, para que presentaran el Plan de Regularización, poniendo como fecha límite el 19 de diciembre de 2005, tomando en cuenta los cambios de gobierno estatal y municipal se les otorgo una prorroga de seis meses para dar cumplimiento a la normatividad vigente en materia de residuos. Señalándose para tal efecto como limite de cumplimiento el 15 de enero de 2007, en caso contrario se procederá a iniciar el Procedimiento Jurídico Administrativo e imponer las sanciones correspondientes para dar cumplimiento a la normatividad vigente en materia de residuos. 

CUARTO.- El Ayuntamiento de Saltillo, se puso en contacto con el Banco de Desarrollo de América del Norte (NATBANK) y la Comisión de Cooperación Ecológica Fronteriza (COCEF) para realizar las mejoras necesarias para el relleno sanitario de esta ciudad; además de consultar directamente con autoridades federales de la Secretaría de Desarrollo Social, a través de la Dirección General de Equipamiento e Infraestructura en zonas urbano marginadas, a fin de que se hiciera un diagnóstico sobre la situación actual del Relleno, para estar en condiciones de solicitar el apoyo requerido. 

QUINTO.- En vista de lo anterior, el Ayuntamiento, realizó un análisis bajo el nombre de "Términos de Referencia para la elaboración de Proyecto de Rehabilitación y Ampliación del Relleno Sanitario de Saltillo, Coahuila", mismo que fue entregado a la Dirección General de Equipamiento e Infraestructura en zonas urbano marginadas de la Secretaría de Desarrollo Social del Gobierno Federal, para que den su punto de vista y una vez revisado se enviará a la COCEF y a NATBANK para que ellos realicen el Proyecto Ejecutivo del Relleno Sanitario determinando que es lo que hace falta mejorar en la infraestructura del mismo y con ello autorizar y asignar los recursos con que apoyarán al Ayuntamiento para el cumplimiento de tal finalidad. Dicho trámite se haya en proceso para dar una solución adecuada a las fallas que pudieran encontrarse dentro del relleno. 

Por las consideraciones que anteceden y, para la atención del asunto a que se refiere este dictamen, esta Comisión somete a consideración y aprobación del Pleno del Congreso el siguiente: 

DICTAMEN

PRIMERO.- Por las razones expuestas, y una vez analizada la situación que guarda actualmente el relleno sanitario de la ciudad de Saltillo, esta comisión estima que es muy importante atender de inmediato el problema existente e informa a esta Soberanía que el Ayuntamiento de Saltillo está trabajando en el desarrollo del Proyecto para hacer las adecuaciones y mejoras necesarias en el relleno a fin de cumplir cabalmente con la Norma Oficial 083-SEMARNAT-2003.
SEGUNDO.- Que el Congreso del Estado de Coahuila, exhorte atenta y respetuosamente a la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales del Estado, para que solicite a los demás Ayuntamientos y empresas privadas de la Entidad, encargadas de los rellenos sanitarios, para que los regularicen e informe a esta Soberanía, sobre el proceso en que se haya cada uno de estos. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Ecología y Medio Ambiente de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Dip. José Refugio Sandoval Rodríguez (Coordinador), Dip. José Antonio Abdala Serna, Dip. Horacio de Jesús del Bosque Dávila, Dip. Juan Alejandro de Luna González, Dip. Silvia Guadalupe Garza Galván. 

Comuníquese lo anterior al Pleno del Congreso del Estado de Coahuila para los efectos legales a que haya lugar; Saltillo, Coahuila, a 30 de Mayo de 2007. 

POR LA COMISIÓN DE ECOLOGÍA Y MEDIO AMBIENTE.
DIP. JOSÉ REFUGIO SANDOVAL RODRÍGUEZ

(Coordinador)
DIP. JORGE ANTONIO ABDALA SERNA
(Secretario)

DIP. HORACIO DE JESÚS DEL BOSQUE DÁVILA
DIP. JUAN ALEJANDRO DE LUNA GONZÁLEZ

DIP. SILVIA GUADALUPE GARZA GALVÁN

Dictamen que presenta la Comisión de Ciencia y Tecnología, sobre una Proposición con Punto de Acuerdo presentada por parte del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles" del Partido Revolucionario Institucional, con objeto de que esta dictaminadora analice lo referente al Rezago Tecnológico del País y su Impacto en la Competitividad. Para que en su momento se emitan los exhortos que se estimen necesarios al Ejecutivo Federal, a fin de que se establezca en el Plan Nacional de Desarrollo Económico una Política de Fomento a la misma.

Resultando

Primero.- Que en la Sesión que llevó a cabo la Diputación Permanente el día 02 de abril de 2007, se presentó una Proposición con Punto de Acuerdo por parte del Grupo Parlamentario "Jesús Reyes Heroles" del Partido Revolucionario Institucional, con objeto de que esta Comisión realice un estudio acerca del Rezago Tecnológico y su Impacto en la Competitividad del País.

Segundo.- Que la propuesta se turnó a esta Comisión para su análisis y, en su caso, dictamen correspondiente; conforme a lo dispuesto en el Artículo 251 de la Ley Orgánica de este H. Congreso del Estado de Coahuila. Y; 

Considerando

Primero.- Que esta dictaminadora es competente para conocer de esta Proposición con Punto de Acuerdo y emitir dictamen, de conformidad con lo previsto en los artículos 96, 97, 119, 132 y 135 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

Segundo.- Que existen, como lo señalan los promoventes, deficiencia en el desarrollo y aplicación nuevas tecnologías que permitan el mejor desarrollo de la industria, el comercio, la educación, y en general, el progreso nacional en todas sus áreas. 

Sin embargo, es menester señalar que no es un problema de gobiernos recientes, sino que es una situación que se arrastra desde administraciones muy anteriores a las recientes, desde la década de los ochentas se ha denunciado insistentemente por parte de universidades, círculos académicos e industriales, la llamada fuga de cerebros, la salida masiva y numerosa del país hacia el extranjero de estudiantes brillantes, investigadores connotados e inventores y científicos de enorme capacidad y talento, que, en épocas donde las crisis económicas eran recurrentes, se veían en la necesidad de escuchar la ofertas que en otros países se les hacían, tanto en apoyo financiero y científico para sus proyectos, como en empleos mucho mejor pagados. Los expertos señalan a las crisis económicas de ochentas y noventas como uno de los factores principales de estas fugas de talento. 

Tercero.- Es de hacer notar que uno de los principales problemas para enfrentar el llamado rezago tecnológico reside justamente en la falta de recursos financieros para apoyo de la investigación y el desarrollo, y, donde una de las pocas soluciones viables, tomando en cuenta que somos una economía en desarrollo, reside justamente en lograr acuerdos para la concurrencia de recursos federales, estatales y municipales en pro de la investigación científica y la innovación tecnológica; sin menoscabo de la valiosa inversión privada que puede y debe aplicarse en este rubro. 

Cuarto.- Señalan los promoventes el bajo lugar que México ocupa en el rubro de inversión en información y comunicación tecnológica., según del documento que citan, emitido por el Foro Económico Mundial. Asimismo refieren lo costoso que resulta el importar tecnologías extranjeras, costo que aumenta cuando se trata de dar mantenimiento a las mismas. Y,

Considerando

Primero.- Que esta Comisión de Ciencia y Tecnología es competente para conocer del asunto turnado en la fecha señalada por el Pleno de este Congreso, de conformidad con los artículos 96, 97, 119, y 132 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. 

Segundo.- Que esta Comisión ha analizado la Proposición con Punto de Acuerdo de los Diputados del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles", valorando sus argumentos y propuestas a fondo.
Tercero.- Que esta Comisión encuentra necesario hacer una revisión del marco legal actual en materia inversión y apoyo a la ciencia y la tecnología, así como en lo referente al deber que tienen la federación y los estados para promover el desarrollo tecnológico. 

En esta circunstancia, es esencial considerar los hechos y circunstancias de manera razonada. Por lo que en relación al derecho, esta Comisión hace relación de los siguientes preceptos: 

En esta circunstancia, es esencial considerar los hechos y circunstancias de manera razonada. Por lo que en relación al derecho, esta Comisión hace relación de los siguientes preceptos: 

Constitución General de la República: 

Artículo 3…..

VIII. El Congreso de la Unión, con el fin de unificar y coordinar la educación en toda la República, expedirá las leyes necesarias, destinadas a distribuir la función social educativa entre la Federación, los Estados y los Municipios, a fijar las aportaciones económicas correspondientes a ese servicio público y a señalar las sanciones aplicables a los funcionarios que no cumplan o hagan cumplir las disposiciones relativas, lo mismo que a todos aquellos que las Infrinjan.

Artículo 25 ….. Párrafos Tercero y Octavo: 

...Al desarrollo económico nacional concurrirán, con responsabilidad social, el sector público, el sector social y el sector privado, sin menoscabo de otras formas de actividad económica que contribuyan al desarrollo de la Nación ...
….La ley alentará y protegerá la actividad económica que realicen los particulares y proveerá las condiciones para que el desenvolvimiento del sector privado contribuya al desarrollo económico nacional, en los términos que establece esta Constitución. 

Artículo 26, apartado A"...Párrafos Segundo y Tercero: 

……los fines del proyecto nacional contenidos en esta Constitución determinarán los objetivos de la planeación. La planeación será democrática. Mediante la participación de los diversos sectores sociales recogerá las aspiraciones y demandas de la sociedad para incorporarlas al plan y los programas de desarrollo. Habrá un plan nacional de desarrollo al que se sujetarán obligatoriamente los programas de la Administración Pública Federal. 

…..La ley facultará al Ejecutivo para que establezca los procedimientos de participación y consulta popular en el sistema nacional de planeación democrática, y los criterios para la formulación, instrumentación, control y evaluación del plan y los programas de desarrollo. Asimismo, determinará los órganos responsables del proceso de planeación y las bases para que el Ejecutivo Federal coordine mediante convenios con los gobiernos de las entidades federativas e induzca y concierte con los particulares las acciones a realizar para su elaboración y ejecución. 

Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 

XXIX-D. Para expedir leyes sobre planeación nacional del desarrollo económico y social, así como en materia de información estadística y geográfica de interés nacional; 

Artículo 74. Son facultades exclusivas de la Cámara de Diputados: 

IV. Aprobar anualmente el Presupuesto de Egresos de la Federación, previo examen, discusión y, en su caso, modificación del Proyecto enviado por el Ejecutivo Federal, una vez aprobadas las contribuciones que, a su juicio, deben decretarse para cubrirlo, así como revisar la Cuenta Pública del año anterior. 

Ley de Ciencia y Tecnología: 

Artículo 1. 

La presente Ley es reglamentaria de la fracción V del artículo 3 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y tiene por objeto: 

IV. Establecer las instancias y los mecanismos de coordinación con los gobiernos de las entidades federativas, así como de vinculación y participación de la comunidad científica y académica de las instituciones de educación superior, de los sectores público, social y privado para la generación y formulación de políticas de promoción, difusión, desarrollo y aplicación de la ciencia y la tecnología, así como para la formación de profesionales de la ciencia y la tecnología; 

VIII. Regular la aplicación de recursos autogenerados por los centros públicos de investigación científica y los que aporten terceras personas, para la creación de fondos de investigación y desarrollo tecnológico.
Artículo 2. 

Se establecen como bases de una política de Estado que sustente la integración del Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología, las siguientes: 
IV. Integrar esfuerzos de los diversos sectores, tanto de los generadores como de los usuarios del conocimiento científico y tecnológico, para impulsar áreas de conocimiento estratégicas para el desarrollo del país; 

V. Fortalecer el desarrollo regional a través de políticas integrales de descentralización de las actividades científicas y tecnológicas. 

Artículo 3. 
Para los efectos de esta Ley, el Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología se integra por: 

IV. Las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal que realicen actividades de investigación científica y tecnológica o de apoyo a las mismas, así como las instituciones de los sectores social y privado y gobiernos de las entidades federativas, a través de los procedimientos de concertación, coordinación, participación y vinculación conforme a ésta y otras leyes aplicables, 

Artículo 9 BIS. El Ejecutivo Federal y el Gobierno de cada Entidad Federativa, con sujeción a las disposiciones de ingresos y gasto público correspondientes que resulten aplicables concurrirán al financiamiento de la investigación científica y desarrollo tecnológico. El monto anual que el Estado-Federación. entidades federativas y municipios-destinen a las actividades de investigación científica y desarrollo tecnológico, deberá ser tal que el gasto nacional en este rubro no podrá ser menor al 1% del producto interno bruto del país mediante los apoyos, mecanismos e instrumentos previstos en la presente Ley.

Artículo 12. 
Los principios que regirán el apoyo que el Gobierno Federal está obligado a otorgar para fomentar, desarrollar y fortalecer en general la investigación científica y tecnológica, así como en particular las actividades de investigación que realicen las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, serán los siguientes: 

VI. Se procurará la concurrencia de aportaciones de recursos públicos y privados, nacionales e internacionales, para la generación, ejecución y difusión de proyectos de investigación científica y tecnológica; así como de modernización tecnológica y formación de recursos humanos especializados para la innovación y el desarrollo tecnológico de la industria; 

VII. Se promoverá mediante la creación de incentivos fiscales y de otros mecanismos de fomento que el sector privado realice inversiones crecientes para la innovación y el desarrollo tecnológicos; 

LEY QUE CREA EL CONSEJO ESTATAL DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA Y EL FOMENTO A LA INVESTIGACIÓN CIENTÍFICA Y EL DESARROLLO TECNOLÓGICO DEL ESTADO DE COAHUILA

ARTÍCULO 3.- EL COECYT tendrá por objeto establecer las bases para promover el desarrollo científico y tecnológico en el estado, fijando mecanismos de coordinación y asesoría entre el Gobierno del Estado y las diferentes instancias que desarrollen investigación, así como fortalecer la formación de recursos humanos de alto nivel académico. 

ARTÍCULO 4.- Para el cumplimiento de su objeto el COECYT tendrá las atribuciones siguientes: 

I. Planear, promover y evaluar las actividades relativas a la ciencia y la tecnología en el estado, su vinculación con el desarrollo nacional y sus relaciones con el exterior;
II. Apoyar a las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y a aquellas instituciones a las que la Ley les otorga autonomía, en materia de inversiones o autorización de recursos y proyectos de investigación científica y tecnológica, así como de importación de tecnología, pago de regalías y patentes; 

III. Elaborar programas indicativos de investigación científica y tecnológica vinculados a los objetivos estatales, regionales y nacionales de desarrollo económico y social, procurando la más amplia participación de la comunidad científica, así como la cooperación de dependencias y entidades gubernamentales, instituciones de educación superior públicas y privadas, y de usuarios de la investigación; 

IV. Promover la coordinación entre las instituciones de investigación, instituciones de educación superior públicas y privadas, el estado, los usuarios de la investigación, así como fomentar áreas comunes de investigación y programas interdisciplinarios, participando en la formación y capacitación de investigadores; 

V. Transferir, conforme a su capacidad financiera y en el ámbito de su competencia, recursos financieros para la realización de proyectos de investigación y desarrollo que realicen centros de investigación en áreas prioritarias en el estado; 

VI. Promover la creación de nuevas instituciones de investigación científica y de desarrollo tecnológico así como fomentar, en coordinación con las áreas competentes, la constitución de empresas que utilicen tecnologías nacionales para la producción de bienes y servicios;
Cuarto.- Del análisis de las leyes anteriores, se desprende con claridad el deber que tiene no sólo la federación sino los estados y las instituciones académicas de participar en el desarrollo económico nacional por medio del fomento y apoyo a la investigación científica y tecnológica; así como el derecho que tiene la iniciativa privada para que, conforme a la ley pueda hacer sus aportaciones en el mismo sentido y recibir estímulos de los estados y el gobierno federal para ello. 

Igualmente, queda claro que la modificación o adecuación del Plan Nacional de Desarrollo, no es sólo incumbencia del Ejecutivo Federal, sino del Congreso de la Unión en Pleno y conforme a sus facultades, así como de la Cámara de Diputados del mismo a la hora de aprobar el Presupuesto de Egresos correspondiente. 

Quinto.- Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta Comisión Ordinaria Dictaminadora de Ciencia y Tecnología, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 96, 97, 102, 119, 132, 134 y 144 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, somete a su consideración el siguiente: 

Acuerdo

Primero.- Se envíe un atento exhorto al Ejecutivo Federal, a fin de que elabore propuestas conforme a las facultades que le Confiere la Constitución General de la República para que se destinen más recursos financieros y estímulos fiscales que permitan un mejor desarrollo de la ciencia y la tecnología en nuestro país, con objeto de ampliar la red de instalaciones tecnológicas e impulsar el desarrollo y la competitividad nacional.
Segundo.- Que en relación con el anterior exhorto, se envíe el presente acuerdo a la Comisión de Ciencia y Tecnología de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión para que se considere la posibilidad de Crear y Aprobar en el Presupuesto de Egresos Correspondiente mayores apoyos y estímulos fiscales a la investigación y desarrollo científico y tecnológico. 

Tercero.- Que se haga un atento y respetuoso exhorto al Ejecutivo del Estado, para que, con las facultades que le confiere la ley, tenga a bien considerar la creación de mayores apoyos financieros y estímulos fiscales de competencia estatal que contribuyan al desarrollo de la ciencia y la tecnología en la entidad, en especial en las áreas que sean de beneficio para el progreso industrial y económico. 

Sala de Juntas Federalismo Mexicano Edificio Miguel Ramos Arizpe, Saltillo, Coahuila a 23 de mayo del año 2007. 

Por la Comisión de Ciencia y Tecnología

Dip. Luis Alberto Mendoza Balderas

COORDINADOR

Dip. Jesús María Montemayor Garza

Dip. Guadalupe Sergio Reséndiz Boone

Dip. Demetrio Antonio Zúñiga Sánchez

Dip. Jorge Alberto Guajardo Garza




























Estados vecinos





Estados fronterizos








� Los Ministros de la Suprema Corte de Justicia durarán en su encargo quince años, sólo podrán ser removidos del mismo en los términos del Título cuarto de esta constitución y, al vencimiento de su período tendrán derecho a un haber por retiro.


� Artículos 166 de la Constitución Política de Baja California Sur; 196 de la Constitución Política del Estado de Coahuila; y 158 de la Constitución Política del Estado de Hidalgo.








